El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

          SALA UNITARIA CIVIL - FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, mayo dieciocho de dos mil dieciocho
Expediente 66170-31-032-001-2016-00114-02
Resuelve esta Sala Unitaria
 sobre la consulta del auto proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas - Risaralda, el pasado 15 de abril, por medio del cual se sancionó a Julio César Rojas Padilla, en calidad de Representante legal Judicial de la MEDIMAS EPS, con dos (2) días de arresto y multa de dos (2) salarios mínimos legales mensuales vigentes, por haber incumplido la orden impartida en la sentencia del 30 de septiembre de 2016, en la acción de tutela que contra dicha entidad inició Francia Esperanza Becerra, agente oficiosa de María Ana Luisa Bermúdez Neira. 





ANTECEDENTES

 En el fallo aludido, el Juzgado resolvió conceder la tutela invocada y dispuso “se ordena a CAFESALUD EPS-S, a través de su representante legal Dra. Victoria Eugenia Aristizábal Marulanda, o quien haga sus veces, que en el término de cuarenta y ocho horas (48) posteriores a la notificación de esta providencia, autorice y suministre de manera oportuna, eficaz y continua a la señora MARIA ANA LUISA BERMUDEZ NEIRA, OXIGENO DOMICILIARIO, PAÑALES talla L para 3 meses por 360 y en adelante las cantidades y por el tiempo que disponga el médico tratante; así mismo se ordena el ingreso al programa de CUIDADO DOMICILIARIO. Dentro del mismo término, deberá disponer lo necesario para que un galeno adscrito a la entidad a través del servicio médico domiciliario valore a la accionante en su lugar de residencia, y determine si es pertinente ordenar el servicio de enfermero o cuidador, consecuente con ello, en caso que así lo disponga el profesional de la salud, la EPS CAFESALUD, deberá autorizar y prestar dicho servicio sin dilación alguna, por el tiempo que éste prescriba y mientras subsista la vinculación a la EPS. Se CONCEDE a la accionante el tratamiento integral que se derive directamente de sus patologías: INSUFICIENCIA CARDIACA CONGESTIVA, DIABETES MELUTUS NO INSULINODEPENDIENTE CON COMPLICACIONES RENALES, INSUFICIENCIA RENAL CRONICA NO ESPECIFICADA y DEMENCIA NO ESPECIFICADA, conforme a las prescripciones médicas y siempre que siga vinculada a la EPS."
La interesada, por conducto de la Personería Municipal de Dosquebradas, presentó un incidente de desacato contra MEDIMÁS EPS, quien asumió las obligaciones que en salud tenía aquella otra entidad promotora de salud por falta de cumplimiento de la sentencia de tutela; luego de un requerimiento preliminar (f. 32, C.1.), se procedió a abrir el trámite incidental (f. 34 C.1), y como no se obtuvo respuesta respecto al acatamiento del fallo constitucional, mediante auto del pasado 15 de abril, sobrevino la aludida sanción, que ahora se consulta.
CONSIDERACIONES

Como viene de decirse, en el trámite del desacato se requirió al Representante Legal de MEDIMAS EPS, quien guardó silencio; a continuación, se abrió el incidente y debido al incumplimiento de la orden constitucional dispuesta en sentencia del 30 de septiembre de 2016, se procedió a sancionarlo con dos días de arresto y multa de dos salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

La acción de tutela se ha constituido en un referente social de trascendencia nacional, desde su ubicación constitucional en el año 1991. Tanta es su importancia, que el cumplimiento de las órdenes que en ejercicio de la misma se imparten es perentorio, so pena de que, en caso de omisión, deban enfrentar las autoridades o los particulares a quienes se les imponen, las consecuencias propias de la misma, previstas ellas en el artículo 52 del Decreto 2591, bajo cuyo tenor se puede imponer arresto hasta por seis meses y multa hasta de veinte salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Tal omisión, sin embargo, debe obedecer a razones de orden subjetivo, es decir, que provengan del capricho, o de la manifiesta intención de sustraerse, sin una razón válida, al acatamiento de la orden del juez constitucional, lo cual debe ser valorado en cada caso, entre otras razones, porque la finalidad última del incidente es la satisfacción del derecho fundamental que se ha lesionado, antes que la sanción. 

En esta medida, la Corte Constitucional ha hecho énfasis en lo que es el objeto del incidente de desacato y el cumplimiento mismo, y en esa distinción, de tiempo atrás viene precisando que “El desacato es un mecanismo de creación legal, que procede a petición de la parte interesada, a fin de que el juez constitucional en ejercicio de sus potestades disciplinarias sancione con arresto o multa a quien con responsabilidad subjetiva desatienda las órdenes proferidas mediante sentencias que buscan proteger los derechos fundamentales” 
.  Es decir, que se trata de un mecanismo tendiente más a garantizar el cumplimiento de una orden de tutela, que a imponer sanciones al agente que la omite y por eso la jurisprudencia de la Corte Constitucional en el auto 181 de 2015, se encargó de repetir que: 

147. Desde sus primeras providencias la Corte Constitucional ha diferenciado entre el cumplimiento de las sentencias de tutela y el incidente de desacato. En sentencia T-458 de 2003
 estas disparidades se hicieron explícitas: (i) “el cumplimiento es obligatorio, hace parte de la garantía constitucional; el desacato es incidental, se trata de un instrumento disciplinario de creación legal” y; (ii) “la responsabilidad exigida para el cumplimiento es objetiva, la exigida para el desacato es subjetiva”.

148. Entonces, mientras el trámite de cumplimiento obliga al juez de tutela a adoptar todas las medidas que encuentre necesarias para materializar la protección concedida, el desacato es un mecanismo “que procede a petición de la parte interesada, a fin de que el juez constitucional en ejercicio de sus potestades disciplinarias sancione con arresto o multa a quien con responsabilidad subjetiva desatienda las órdenes proferidas mediante sentencias que buscan proteger los derechos fundamentales”. Así, el desacato ha sido entendido “como una medida que tiene un carácter coercitivo, con la que cuenta el juez constitucional para conseguir el cumplimiento de las obligaciones que emanan de sentencias de tutela”. En otras palabras, “el principal propósito de este trámite se centra en conseguir que el obligado obedezca la orden impuesta en la providencia originada a partir de la resolución de un recurso de amparo constitucional”. Por esa razón, “la finalidad del mencionado incidente no es la imposición de una sanción en sí misma, sino que debe considerarse como una de las formas de buscar el cumplimiento de la respectiva sentencia”
.

149. Debido a lo expuesto, “la imposición o no de una sanción en el curso del incidente de desacato puede llevar a que el accionado se persuada del cumplimiento de la orden de tutela. En tal sentido, en caso de que se empiece a tramitar un incidente de desacato y el accionado, reconociendo que se ha desatendido lo ordenado por el juez de tutela, y quiere evitar la imposición de una sanción, deberá acatar la sentencia. De igual forma, en el supuesto en que se haya adelantado todo el procedimiento y decidido sancionar al responsable, éste podrá evitar que se imponga la multa o el arresto cumpliendo el fallo que lo obliga a proteger los derechos fundamentales del actor”
. (Subrayado fuera del original)
En el presente caso, lo que muestra con evidencia el trámite incidental es que a pesar del requerimiento que se le hizo al funcionario sancionado, optó por guardar silencio, asumiendo con ello una actitud despectiva frente a los jueces de la República que le mandan ejecutar funciones que le son propias y que ni siquiera tendrían por qué ser objeto de acciones de esta naturaleza.

Se conoce bien del complejo problema que existe en el sistema de salud, pero ello no justifica que a los asociados se les mantenga en una total incertidumbre sobre sus derechos fundamentales; mucho menos, que una autoridad que ejerce una actividad pública desdeñe la labor de los jueces constitucionales con posiciones de absoluta pasividad y hermetismo frente a incidentes de esta índole, incluso  respecto de las acciones de tutela, que lo único que reflejan es su caprichoso desinterés en el cumplimiento de las órdenes que por vía judicial se les imparten. 

Tanto más, cuando la beneficiaria, quien se reporta como un sujeto de especial protección constitucional en razón a su edad, según se desprende de la foliatura, requería con apremio lo ordenado por los galenos tratantes para sobrellevar sus múltiples patologías, sin ninguna clase de resultado, lo que aminora, sin duda, su calidad de vida en condiciones de dignidad. 
Con todo, allegadas las diligencia a esta sede, se obtuvo información, visible a folio 4 de este cuaderno, suministrada por la agente oficiosa de la señora María Ana Luisa Bermúdez Neira, en el sentido de que esta lamentablemente falleció el pasado 6 de mayo.
Siendo así las cosas, se concluye que si bien existió un desconocimiento de derechos fundamentales por parte de la accionada, en esta ocasión es necesario que se declare la carencia actual de objeto por daño consumado debido al deceso de la accionante, en favor de quien se tramitó la acción constitucional. 

Respecto de la anterior figura, ha dicho la Corte Constitucional en sentencia Sentencia  T-011/16
, que la muerte del accionante en el trámite de la acción de tutela conlleva a que se declare la carencia actual de objeto por daño consumado, en el entendido que cualquier orden dirigida a proteger los derechos fundamentales sería inane. 
En tal sentido reiteró la misma colegiatura cuando incursionó en la inocuidad que implica la intención de hacer cumplir una orden proferida en el trámite de una acción constitucional, cuando acontece el fenómeno de la carencia actual de objeto
. 

 



La jurisprudencia de esta Corporación, en reiteradas oportunidades, ha señalado que la carencia actual de objeto sobreviene cuando frente a la petición de amparo, la orden del juez de tutela no tendría efecto alguno o “caería en el vacío”
. Al respecto se ha establecido que esta figura procesal, por regla general, se presenta en aquellos casos en que tiene lugar un daño consumado o un hecho superado.

Así entonces, como el trámite incidental de desacato, como se dijo, tiene por finalidad lograr el cumplimiento de lo ordenado por el Juez de tutela, antes que la imposición una sanción, es menester proceder a revocar en su integridad la que aquí se impuso.

DECISIÓN

En mérito de lo dicho, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, REVOCA el auto proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el pasado 15 de abril, por medio del cual se sancionó a Julio César Rojas Padilla, en calidad de Representante Legal de MEDIMAS EPS, dentro de la acción de tutela que contra dicha entidad inició Francia Esperanza Becerra, agente oficiosa de María Ana Luisa Bermúdez Neira.
En su lugar, se le absuelve.

Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito.

El Magistrado,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

� Se decide en Sala Unitaria, por cuanto se trata de un auto que desata una consulta y no de la imposición misma de la sanción en los eventos en los que el Tribunal imparte la orden en primera instancia. Esto, siguiendo lo reglado por el artículo 35 del CGP.


� Sentencia T-191de 2009. 


� M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra.


� Sentencia T-191/09 (M.P. Humberto Sierra Porto).


� Ibídem.


� El daño consumado tiene lugar cuando “la amenaza o la vulneración del derecho fundamental han producido el perjuicio que se pretendía evitar con la acción de tutela. La configuración de este supuesto ha sido declarada por la Corte, por ejemplo, en los casos en que el solicitante de un tratamiento médico fallece durante el trámite de la acción como consecuencia del obrar negligente de su E.P.S., o cuando quien invocaba el derecho a la vivienda digna fue desalojado en el curso del proceso del inmueble que habitaba”.


� Sentencia T-059/16


� Sentencia T-235 de 2012, M.P. Humberto Sierra Porto, en la cual se cita la Sentencia T-533 de 2009, M.P. Humberto Sierra Porto.





5

